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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído el recurso de apelación interpuesto por el condenado TITO ALFREDO ROBLES HERNÁNDEZ contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), por medio del cual negó la concesión del beneficio administrativo de permiso de setenta y dos (72) horas.
2.- PROVIDENCIA 
El señor ROBLES HERNÁNEZ fue condenado por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.) por el punible de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, a una pena de 64 meses de prisión, y se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria, por lo cual la vigilancia de la sanción penal le fue asignada al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital.

La Dirección del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira mediante escrito enviado al referido juzgado, emite concepto favorable para que al mismo se le conceda el beneficio administrativo del permiso de salida hasta por 72 horas, al verificar el cumplimiento de los requisitos contenidos en el artículo 147 de la Ley 65/93.

Con auto de febrero 24 de 2016, el Juzgado de Ejecución de Penas no aprueba la concesión del referido beneficio al considerar que si bien el condenado ROBLES HERNÁNDEZ cumple con los requisitos a que alude la referida norma, la prohibición legal establecida en la Ley 1709/14 es de vigencia posterior y por ende se debe tener en cuenta para negar lo pedido.

3.- RECURSO

Inconforme con la decisión adoptada, el sentenciado interpuso recurso de apelación en el que argumenta que la Ley 1709/14 nunca mencionó que modificaba el artículo 147 de la Ley 65/93 y por ende considera que el fallo es contrario a la ley al negársele tal beneficio, y tampoco dio facultades legislativas a los operadores jurídicos, máxime que no fue juzgado por la justicia especializada, como la única prohibición que trae el art. 147.

Pide se le conceda el permiso de 72 horas, pues con la negativa del Juzgado de Ejecución de Penas impide la finalidad del tratamiento penitenciario, ya que se acomoda a su proceso de rehabilitación y enmienda de la pena, y aunque cometió un error no se le puede aplicar una ley desfavorable inventada por  el juzgado, pues con ello se aumenta el hacinamiento lo que va en contravía de la Ley 1709 que se creó para morigerarlo.

4.- Para resolver, SE CONSIDERA

Se tiene competencia funcional para desatar el recurso de apelación interpuesto contra la decisión por medio de la cual el señor Juez Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) no aprobó el beneficio administrativo de permiso de 72 horas solicitado a favor del recluso TITO ALFREDO ROBLES HERNÁNDEZ.
Como bien lo expresó el recurrente, de conformidad con los artículos 9 y 10 de la ley 65/93 (Código Penitenciario y Carcelario) la pena tiene como fin principal la resocialización del delincuente, lo que se logra por medio de la aplicación del tratamiento penitenciario mediante el examen de su personalidad y a través de la disciplina, el trabajo, el estudio, la formación espiritual, la cultura, el deporte y la recreación bajo un espíritu humano y solidario. Así entonces, cuando la pena se cumple bajo privación de la libertad en un establecimiento penitenciario, el condenado queda sometido a un tratamiento que pretende prepararlo para su resocialización y su vida en libertad.

Sobre el particular en Sentencia T-1670/00 se indicó:

“El tratamiento penitenciario se encuentra regulado en los artículos 142 a 150 de la ley 65 de 1993 y tiene como objetivo fundamental preparar al condenado, mediante su resocialización, a la vida en sociedad. Para el logro de lo anterior, se ha diseñado un complejo sistema técnico de carácter progresivo dividido en varias fases, cada una de las cuales responde al progreso particular que cada interno muestra dentro del proceso de resocialización. 

Teniendo en cuenta que se trata de un modelo terapéutico, las autoridades penitenciarias deben estudiar la situación de cada recluso para establecer en cuál fase se encuentra y disponer en consecuencia, las medidas administrativas pertinentes en busca de su reinserción a la sociedad”.  

En todos estos casos, la función del juez de ejecución de penas y medidas de seguridad es garantizar la legalidad de la ejecución de la pena y que se lleve a cabo precisamente al verificar el cumplimiento efectivo de ciertas condiciones -artículo 147 de la Ley 65 de 1993-, para determinar si la persona a favor de quien se solicita el beneficio es acreedor del mismo. La importancia de la atribución jurisdiccional en lo que se refiere a la verificación de su legalidad, permite que el juez pueda identificar el cumplimiento efectivo de tales condiciones, por lo que su proceder se encuentra enmarcado en la normativa vigente.

El artículo 146 de la ley 65/93 los contempla de la siguiente manera:
“ARTÍCULO 146. BENEFICIOS ADMINISTRATIVOS. Los permisos hasta de setenta y dos horas, la libertad y franquicia preparatorias, el trabajo extramuros y penitenciaria abierta harán parte del tratamiento penitenciario en sus distintas fases, de acuerdo con la reglamentación respectiva.”

Particularmente, el beneficio administrativo hasta de 72 horas se encuentra regulado en el artículo 147 del citado estatuto, el cual dispone:

“ARTÍCULO 147. PERMISO HASTA DE SETENTA Y DOS HORAS. La Dirección del Instituto Penitenciario y Carcelario podrá conceder permisos con la regularidad que se establecerá al respecto, hasta de setenta y dos horas, para salir del establecimiento, sin vigilancia, a los condenados que reúnan los siguientes requisitos: 

1. Estar en la fase de mediana seguridad. 

2. Haber descontado una tercera parte de la pena impuesta. 

3. No tener requerimientos de ninguna autoridad judicial. 

4. No registrar fuga ni tentativa de ella, durante el desarrollo del proceso ni la ejecución de la sentencia condenatoria. 

5. Haber descontado el setenta por ciento (70%) de la pena impuesta, tratándose de condenados por los delitos de competencia de los Jueces Penales de Circuito Especializados. 

6. Haber trabajado, estudiado o enseñado durante la reclusión y observado buena conducta, certificada por el Consejo de Disciplina. 
Quien observare mala conducta durante uno de esos permisos o retardare su presentación al establecimiento sin justificación, se hará acreedor a la suspensión de dichos permisos hasta por seis meses; pero si reincide, cometiere un delito o una contravención especial de policía, se le cancelarán definitivamente los permisos de este género”. 

En lo que hace con el fondo de la petición que se formula, la Sala aprecia que de conformidad con el numeral 5º del artículo 38 de la Ley 906/04, corresponde al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad aprobar las solicitudes de reconocimiento de beneficios administrativos; en consecuencia, el citado funcionario tiene competencia para aprobar o no el beneficio administrativo de hasta 72 horas, ya que posee autonomía para ponderar la tensión que pueda suscitarse entre la gravedad del injusto y los derechos del convicto, para establecer la necesidad de cumplir los fines de la pena en el marco de la prevención especial y de la resocialización.
Considera la Sala que en el caso examinado, el a quo de manera clara y precisa señaló los motivos por los cuáles el señor ROBLES HERNÁNDEZ no tiene derecho a que se le conceda el permiso administrativo de 72 horas, como quiera que para ello se apoyó en el ordenamiento jurídico aplicable al caso, en cuanto es evidente que el artículo 32 de la Ley 1709/14
 prohíbe la concesión de beneficios administrativos como el que reclama el sentenciado. Y tal prohibición fue incluso sostenida por el Juzgado Primero Penal del Circuito al momento de proferir sentencia, con miras a negar no solo la suspensión condicional de la pena, sino igualmente la  prisión domiciliaria al condenado.
Con la expedición del referido precepto, el legislador dejó en claro su voluntad respecto a que las personas que hayan sido sentenciadas por delitos dolosos o preterintencionales, entre ellos por conductas atentatorias contra el bien jurídico de la salud pública -tráfico de estupefacientes-, al precisar que de ninguna manera se les podrá otorgar beneficio, subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de Procedimiento Penal, siempre que sea eficaz.
Si bien el artículo 32 de la Ley 1709 en concreto no ha sido objeto de revisión por parte de la Corte Constitucional, vale la pena indicar que  los requisitos para decretar la suspensión condicional de la ejecución de la pena, la libertad condicional y los beneficios a favor del condenado a los que allí se alude, hacen parte de la libertad de configuración normativa del legislador porque constituyen elementos fundamentales del debido proceso penal y responden a las evaluaciones propias de la política criminal del Estado. Y frente a tal aspecto, el citado órgano de cierre al declarar exequible el artículo 32 de la Ley 1142/07
 hizo la siguiente manifestación:
“Precisamente uno de los criterios que el legislador ha utilizado para suponer que la pena debe mantenerse, o que no es adecuado ni justo otorgar beneficios al condenado, es el de la reincidencia, entendida ésta como la reiteración del delito, esto es, como el reproche a quien cometió una nueva conducta ilícita después de haber estado sometido a una pena anterior. Esta figura ha sido utilizada por la ley como criterio de agravación de la punibilidad, pero también como criterio de exclusión de subrogados penales o de beneficios al sentenciado como instrumento de endurecimiento de los privilegios que le da la ley a quién no dio muestras de resocialización con la imposición de una pena anterior -como es el caso de la norma objeto de estudio-.

En conclusión, la exclusión de beneficios y subrogados penales sustitutivos de la pena privativa de la libertad o de la prisión en establecimiento carcelario cuando la persona hubiera sido condenada por delito doloso o preterintencional dentro de los 5 años anteriores a la nueva condena penal, desarrolla el principio de la libre configuración normativa del legislador y se ajusta a la Constitución porque contiene una medida razonable y adecuada constitucionalmente.
Por demás, no puede tildarse de arbitraria la decisión emitida por el a quo al haber aplicado la restricción consagrada en el artículo 68 A del Código Penal modificado por el 32 de la Ley 1709/14, porque tal proceder responde a los lineamientos que sobre el particular han sido diseñados desde mucho tiempo atrás, y mucho menos obedece a una intromisión del funcionario en la labor legislativa, como de manera errada lo predica el recurrente. Bastaría decir que en vigencia de la Ley 1142/07 y con referencia a tema similar al que ahora concita la atención de la Sala, la Sala de Casación Penal expresó:

“De manera que el artículo 68 A del Código Penal, adicionado por el artículo 32 de la Ley 1142 del 28 de junio de 2007, busca evitar que personas que tengan antecedentes penales dentro de los cinco años anteriores se le concedan subrogados penales, mecanismos sustitutivos de la pena privativa de libertad y cualquier otro beneficio de carácter judicial o  administrativo, salvo los de colaboración regulados por la ley, sin que tengan cabida las rebajas de pena por razón del allanamiento a los cargos o por los preacuerdos celebrados con la fiscalía en las taxativas oportunidades señaladas en la ley
.
Por tanto, al tener en cuenta que el permiso de hasta 72 horas es, sin lugar a dudas, un beneficio administrativo que no puede ser concedido cuando concurre el evento previsto en el artículo 32 de la Ley 1709 en cita, esta Corporación concluye que la providencia objeto de apelación debe ser confirmada.

5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad que fue objeto de apelación, por medio del cual negó la aprobación del beneficio administrativo solicitado a favor del sentenciado TITO ALFREDO ROBLES HERNÁNDEZ.
CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Artículo 32. Modifícase el artículo 68A de la Ley 599 de 2000 el cual quedará así: Artículo 68A. Exclusión de los beneficios y subrogados penales. No se concederán; la suspensión condicional de la ejecución de la pena; la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión; ni habrá lugar a ningún otro beneficio, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración regulados por la ley, siempre que esta sea efectiva, cuando la persona haya sido condenada por delito doloso dentro de los cinco (5) años anteriores. Tampoco quienes hayan sido condenados por (…) delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes y otras infracciones […]”


�  Corte Constitucional Sentencia C-425 de 2008


�  CSJ SP, 8 jul. 2009, Rad. radicado 31063.
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